Registrada bajo el Nro.:·579 (R)·Folio Nro.:1627/1631

Expte. Nro. 146815······JCC. 14
"Carlos Giúdice S.A. c/ González Berón, Ivana B. s/ Cobro ejecutivo"
----------------------------------------------------------
Mar del Plata,··23··de noviembre de 2010.

····VISTOS:
····Los presentes autos traídos a despacho para resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 18 contra la resolución de fs. 13/17 vta., dictada el día 29 de septiembre de 2010.

····Y CONSIDERANDO:
····I.- Que a fs. 13/17 vta. el juez a quo se declara incompetente para entender en las presentes actuaciones, por considerar que se encuentra en presencia de una relación de consumo y que el domicilio denunciado como perteneciente a la demandada Sra. Beatriz González Berón se halla en la ciudad de La Plata, motivos por los cuales debe tramitar el juicio ante el Tribunal de esta última jurisdicción.

····II.- Que a fs. 18 el ejecutante interpone recurso de apelación, en el que se agravia por cuanto afirma que el pagaré traído a ejecución no pertenece al ámbito de los contratos y, en consecuencia, no se suscita una relación de consumo, por tratarse de un título unilateral y abstracto.

····Señala que se fijó expresamente lugar de pago en el documento ejecutado, razón por la cual éste es atributivo de la competencia territorial, resultando inaplicable al caso en cuestión la competencia prevista por la ley de defensa del consumidor, toda vez que esta última norma contiene reglas protectoras y correctoras, complementarias y no sustitutivas de la regulación general contenida en los códigos de fondo y la legislación incorporada a éstos relativa a los títulos de crédito.

····Sostiene que el juzgador indagó innecesariamente en cuestiones que no deben ser materia de análisis en este tipo de procesos, atento la abstracción, autonomía y literalidad del título que se ejecuta.

····Sin perjuicio de ello, indica que la firma "Carlos Giúdice S.A." no es una persona jurídica dedicada profesionalmente al préstamo de sumas de dinero para consumo, sino que se dedica a la venta de artículos electrodomésticos y del hogar, los que no constituyen productos de primera necesidad. Por ende, considera que no debe interpretarse que la demandada es la parte más débil de la relación contractual. 

····Concluye solicitando que se declare competente para entender en estos obrados al Sr. Juez titular del Juzgado Civil y Comercial N° 14 del Depto. Jud. Mar del Plata.

····Cita doctrina y jurisprudencia.

····III.- Consideración de los agravios. 
····A modo de introducción, resulta insoslayable admitir la relevancia que ha adquirido la protección jurídica a los consumidores, usuarios e, incluso, de quienes se encuentren "expuestos" en virtud de relaciones de consumo, a partir de la reforma constitucional del año 1994 (con la consagración de tal derecho en el art. 42 de la Constitución Nacional) y en consecuencia también de la reforma introducida por la ley 26.361 a la ley 24.240 (argto. doct. Alberto J. Bueres, Sebastián Picasso, "Revista de Derecho Privado y Comunitario" Ed. 2009/1, Edit. Rubinzal-Culzoni, Cdad. de Sta. Fe, pág. 32).

····Su rango constitucional y el carácter de preceptos de "orden público" que le ha asignado el legislador, han producido notables cambios en la interpretación, vigencia, y análisis de compatibilidad de otras normas del derecho que hasta el advenimiento de la nueva normativa, se tornaban como reglas o principios inconmovibles (argto. doct. Ricardo L. Lorenzetti, "Consumidores", Ed. Rubinzal-Culzoni, Cdad. de Sta. Fe, 2003, pág. 47). 

····Precisamente, algo de esto ha ocurrido en materia de competencia territorial, fijando un nuevo marco para su fijación.

····Cabe recordar que el art. 36 de la ley24.240 -modif. por la ley 26.361- fija la competencia del tribunal correspondiente al domicilio real del consumidor, en todos aquellos litigios derivados de operaciones financieras para consumo y en las de crédito para este fin, siendo nulo cualquier pacto en contrario. 

····Dicha previsión resulta extensiva a todos los contratos de consumo que generen supuestos de litigiosidad, con lo cual la norma tendría aplicación incluso en los casos de demandas ejecutivas derivadas de cheques y pagarés librados por el consumidor si se lo demanda en una jurisdicción ajena a su domicilio real (argto. doct. Picasso - Vázquez Ferreyra, "Ley de defensa del consumidor. Comentada y anotada" - Tomo I, Ed. La Ley, Cdad. de Bs. As., 2009, pág. 436).

····En tales supuestos, los magistrados podrán declararse incompetentes ex officio, atento el rango de orden público que informa a la legislación tuitiva de los consumidores y usuarios (art. 65 de la ley 24.240), que incluso prioriza la preceptiva del art. 36 de la ley 24.240 por sobre las eventuales opciones territoriales para la radicación de la demanda que prevén los ordenamientos procedimentales locales. 

····Por otra parte, el hecho de demandar ante los tribunales con sede en un lugar distinto al del domicilio real del consumidor -aún no mediando pacto expreso de prórroga de la competencia- implicaría sólo una mera propuesta del actor para que, si el demandado la acepta, se active el desplazamiento de atribución jurisdiccional, encontrándonos ante un pacto tácito de prórroga, pauta admitida en general para otras relaciones jurídicas pero excluida legalmente en materia consumerista (argto. jurisp. Cám. Apel. Civ. y Com., Santa Fe, in re "Asociación Mutual General San Martín c/ Forgiarini, Juan Carlos s/ demanda ordinaria", Protocolo Unico de Sentencias, T. VI, F° 304, cit. por Picasso - Vázquez Ferreyra, obra cit., Tomo I, pág. 437). 

····En otras palabras, el supuesto de prórroga tácita de la competencia en relación al demandado, contemplado en el art. 2 del C.P.C., no opera en el caso de que el accionado sea un consumidor.

····Asimismo, aún con abstracción de la imposición que supone tratarse de una ley de orden público -lo cual hace que deba aplicarse inmediatamente-, debe valorarse que la competencia debe ser prioritaria y oficiosamente analizada por el Magistrado, pues, de lo contrario y de habilitarse el trámite, podría impedirse el ejercicio del derecho de defensa en juicio del consumidor demandado en una jurisdicción distinta a la de su domicilio real (art. 18 de la Const. Nacional).

····En el mismo sentido se ha pronunciado el Máximo Tribunal provincial al interpretar que el art. 36 de la ley 24.240 -modif. por la ley 26.361- establece una excepción a la facultad de los particulares de prorrogar la competencia territorial en cuestiones exclusivamente patrimoniales (art. 1º del C.P.C.), que enerva toda posibilidad de prórroga expresa o tácita, previa o sobreviniente, con el objeto de tutelar en forma efectiva el derecho de defensa en juicio de los usuarios y consumidores (arts. 1, 11, 15, 38 y ccdtes. de la Constitución Pcial., arts. 1, 2, 3, 36, 37 de la ley 24.240, Resol. 53/2003 de la Secretaría de la Competencia; argto. jurisp. S.C.B.A., in re "Cuevas, Eduardo Alberto c/ Salcedo, Alejandro René" del 1/9/2010, pub. en L.L. del 14/9/2010 y en L.L. 2010-E, pág. 226; en el mismo sentido: Juz. 1er. Inst. Civ. y Com. Nro. 2 del Dpto. Jud. Azul in re " Bco. Pcia. de Bs. As. c/ Ocampo" del 1/10/2008, pub. en LLBA 2008-1171 con nota de Alvarez Larrondo, Federico; La prórroga de la competencia como cláusula abusiva en la doctrina legal..."; también Cám. Nac. Com., Sala F in re "Banco Itaú Argentina S.A. c/ Barrera, H." del 23/03/2010; entre otros).

····En virtud de ello, el juez se halla habilitado para rechazar de oficio su competencia si constata que la ejecución encuentra su causa en una operación financiera para consumo o de crédito para este fin, en evidente fraude a la ley (argto. jurisp. ut supra cit.). 

····Llevando tales pautas al caso de autos, cabe adelantar que el recurso bajo análisis no debe prosperar.

····En efecto, la firma "Carlos Giúdice S.A." admite ser una empresa dedicada a la venta de artículos electrodomésticos, por lo que puede interpretarse -tal como lo hizo el juez a quo- que el pagaré que se pretende ejecutar ha tenido causa en una operación de crédito para el consumo (v. fs. 9/vta., 22/vta.).

····Ello implica -a la luz de la normativa en estudio- que la ejecutante reviste el carácter de proveedor y la ejecutada de consumidor, en razón de la existencia de una relación de consumo entre ellos (arts. 42 de la Const. Nacional; 1º, 2, 3 y ccdtes. de la ley 24.240).

····En consecuencia, debe analizarse la presente operación comercial bajo la órbita de la ley 24.240 -modif. por la ley 26.361-, que tutela los derechos del consumidor por presumir que se trata del "débil jurídico" de la relación contractual, sin indagar en la índole de los productos o servicios contratados. 

····Asimismo debemos resaltar que a partir de la sanción de la ley 26.361, la protección va mucho más allá de lo expuesto, pues, a fin de activar el régimen tuitivo del consumidor, se fija como único recaudo el de revestir el carácter de destinatario final del producto o servicio, aún fuera de una relación de consumo (argto. arts. 2 y 3 L.D.C.).

····Por ende, resulta improcedente analizar qué tipo de necesidades cubren los productos adquiridos por la ejecutada, como lo plantea el apelante, toda vez que los derechos de los consumidores se encuentran igualmente tutelados por la normativa en cuestión, tanto en el caso de adquisición de artículos de primera necesidad como de mercaderías cuya finalidad sea satisfacer el mero ocio del comprador (arts. 1, 2 y 3 de la ley 24.240). 

····Por otra parte, consideramos que la instrumentación de una operación comercial mediante la confección de un título cambiario no debe servir de excusa para contravenir palmariamente la finalidad tuitiva del derecho del consumo, atento la imposibilidad de cuestionarse el origen o la causa del crédito que rige la ejecución de este tipo de títulos (argto. art. 18 del dec. ley 5965/63).

····A tal fin, debe tenerse en cuenta que la abstracción -alegada por el apelante- no opera cuando, aunque sobre la base de un título de crédito que es abstracto por naturaleza, se encuentren frente a frente el deudor y el primer tomador, como sucede en el sub lite (cfr. Legón, Pablo; "Letra de Cambio y pagare", Ed. Ediar, Cdad. de Bs. As., 1975, pág. 26).

····En tal sentido Escutti ha sostenido que "...como la abstracción tiende a proteger la circulación, y como ésa es su finalidad esencial, no tiene sentido hacerla jugar respecto de las relaciones entre dos personas que han contratado entre sí; es decir, entre dos vinculados causalmente que se enfrentan por el incumplimiento de la relación cartular, pues entre ellos no tiene sentido prescindir de las relaciones causales..." (Escutti, Ignacio; "Títulos de crédito", Ed. Astrea, Cdad. de Bs. As., 2006, pág. 16). 

····Es por ello que el juez se encuentra habilitado para declarar su incompetencia de oficio, si advirtiera que -mediante este tipo de operaciones- se pretende eludir la normativa protectoria de los derechos del consumidor, contraviniendo el principio de la buena fe negocial, supuesto que se ha configurado en autos (art. 1198 del Cód. Civ.).

····En definitiva, hallándonos ante una relación de consumo, debe entender en el presente caso el tribunal correspondiente al domicilio real del consumidor -La Plata-, por resultar inadmisible que se convalide la violación de la normativa consumerista mediante la confección de títulos cambiarios.

····Finalmente, estimamos necesario aclarar que la decisión atacada ningún perjuicio causa al accionante, pues no menoscaba su derecho de acceder a la justicia, sino simplemente que podrá ejercitar el mismo ante el Tribunal competente según la ley 24.240 y de conformidad con lo aquí sostenido. 

····Por ello, citas legales y doctrinarias efectuadas y lo normado por los arts. 1, 34 inc. 3º ap. b), y 5to, 36, 68, 161, 241, 242, 246, 260 y ccdtes. del C.P.C., arts. 42 y ccds. de la Const. Nac.; 1, 11, 15, 38 y ccdtes. de la Const. Pcia. de Bs. As., 1198 del Cód. Civ., arts. 1, 2, 3, 36, 37, 53, 65 y ccdtes. de la ley 24.240 -modif. por la ley 26.361-, la Resol. 53/2003 de la Secretaría de la Competencia y lo previsto en el art. 18 del Dec.Ley 5965/63.

····RESOLVEMOS: 
····I) Rechazar el recurso de apelación deducido a fs. 18, y en consecuencia, confirmar el proveído de fs. 13/17 vta. en lo que ha sido materia de agravio;

····II) Imponer las costas en el orden causado, atento la ausencia de controversia (arts. 68 2da. Parte del C.P.C.). REGISTRESE. Transcurrido el plazo del art. 267 del C.P.C., devuélvase.

NELIDA I. ZAMPINI··························RUBEN D. GEREZ
······················Pablo D. Antonini
··························Secretario
